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              1931

            

            	
              26 de julio. Caída de la dictadura de Carlos Ibáñez del Campo, que dimite a causa de masivas manifestaciones.

            
          


          
            	
              1931

            

            	
              31 de agosto-7 de septiembre. Levantamiento de la marinería.

            
          


          
            	
              1932

            

            	
              4-16 de junio. Gobierno de la República Socialista, liderada por Marmaduke Grove.

            
          


          
            	
              1932-1938

            

            	
              Segunda presidencia de Arturo Alessandri. Entra en vigencia la Constitución de 1925.

            
          


          
            	
              1933

            

            	
              19 de abril. Fundación del Partido Socialista de Chile.

            
          


          
            	
              1934

            

            	
              Junio. Levantamiento campesino e indígena en Ranquil (Araucanía).

            
          


          
            	
              1937

            

            	
              Formación del Frente Popular de Chile.

            
          


          
            	
              1938

            

            	
              5 de septiembre. Intento de putsch nacista en Chile, que desemboca en el asesinato de los golpistas rendidos, conocido como la «matanza del Seguro Obrero».

            
          


          
            	
              1938-1941

            

            	
              Presidencia de Pedro Aguirre Cerda en el Frente Popular chileno, partido en el poder.

            
          


          
            	
              1939

            

            	
              24 de enero. Terremoto de Chillán, que causa enormes destrozos en la zona centro-sur de Chile.

            
          


          
            	
              1939

            

            	
              Abril. Creación de la Corporación de Fomento de la Producción

              de Chile (CORFO).

            
          


          
            	
              1939

            

            	
              Septiembre. Llegada a Chile del Winnipeg, con republicanos españoles refugiados a bordo.

            
          


          
            	
              1942-1946

            

            	
              Presidencia de Juan Antonio Ríos.

            
          


          
            	
              1943

            

            	
              20 de enero. Chile rompe relaciones con las potencias del Eje.

            
          


          
            	
              1944

            

            	
              6 de junio. Desembarco aliado en Normandía.

            
          


          
            	
              1945

            

            	
              Gabriela Mistral recibe el Premio Nobel de Literatura, siendo éste el primero de estos premios otorgado a un chileno.

            
          


          
            	
              1946-1952

            

            	
              Presidencia de Gabriel González Videla.

            
          


          
            	
              1948

            

            	
              3 de septiembre. Promulgación de la Ley n.º 8.987, de Defensa Permanente de la Democracia, llamada la «Ley Maldita», que proscribe el Partido Comunista.

            
          


          
            	
              1949

            

            	
              Se aprueba el voto femenino para todos los procesos electorales nacionales. Será practicado por primera vez en las elecciones presidenciales de 1952.

            
          


          
            	
              1952-1958

            

            	
              Presidencia de Carlos Ibáñez del Campo.

            
          


          
            	
              1956-1958

            

            	
              Klein Sacks, una consultoría privada estadounidense contratada por el gobierno, partícipe de la misión del mismo nombre, recomienda el saneamiento neoclásico de la economía chilena.

            
          


          
            	
              1957

            

            	
              Fundación del Partido Demócrata Cristiano chileno.

            
          


          
            	
              1958-1964

            

            	
              Presidencia de Jorge Alessandri Rodríguez.

            
          


          
            	
              1960

            

            	
              22 de mayo. Terremoto de Valdivia, de 9,5 grados en la escala Richter, el mayor en la historia de la humanidad, causa gran destrucción en el sur de Chile.

            
          

        
      

    

  



  

    

      Las claves del periodo




      Olga Ulianova




       




       




       




       




      El presente volumen de la historia de Chile abarca las décadas clave para la comprensión del país en la actualidad. Si bien acepto que lo mismo podrían decir los editores de los otros volúmenes —en particular, del anterior y del siguiente— de esta colección y que, en general, los historiadores solemos sobreestimar la relevancia de las épocas que estudiamos, voy a defender mi postura.




      En primer lugar, para quienes vivimos y escribimos historia en esta primera década del siglo XXI, los años entre 1930 y 1960 constituyen el «pretérito perfecto», el tiempo referido en los recuerdos de infancia propios o en los relatos de la generación de los padres. En otras palabras, el tiempo que no fue vivido de forma consciente por la mayoría de las generaciones actuales, pero del cual todo el mundo cree tener conocimiento cercano, imagen propia y opinión. Esto es común para la mayoría de las sociedades de este planeta o, a lo menos, para las sociedades occidentales.




      En el caso de Chile, los años treinta, cuarenta y cincuenta del siglo pasado se asocian en la memoria colectiva con las imágenes de modernización, avance, progreso y transformación en todas las áreas, pero, a la vez y en comparación con las convulsionadas décadas posteriores, se los percibe como un periodo «tranquilo», de relativa paz social y política, marcado por la convivencia y la evolución (en contraposición con el conflicto y los cambios de carácter revolucionario de las siguientes décadas). Parecen ser los años que más base dieron para creer (fuera y dentro del país) en la «excepcionalidad chilena» dentro del concierto latinoamericano (concepto que hoy pocos recuerdan y casi nadie menciona).




      El conjunto de las características políticas, económicas, sociales y culturales de esas décadas es visto como aquel «Chile de antes», que sería, a partir de los años sesenta, violentamente transformado en varias oleadas: la de fines de los sesenta, la de 1970 a 1973 y la de los años posteriores a 1973. Y cada vez, para bien o para mal, los chilenos compararán, en función de sus experiencias personales, estos cambios con el «glorioso», «estancado» o «nefasto» pasado, que no será otra cosa que el Chile de entre 1930 y 1960.




      El desarrollo del país en sus diversas dimensiones será analizado en las páginas de este libro. Cruzando las variables, podemos destacar los aspectos más relevantes de este desarrollo que diferencian a Chile de otros países de la región.




      En lo político, son los años de la creación del sistema partidista moderno en Chile. Tal vez el «parto prematuro» del populismo clásico corporativista en Chile a fines de los años veinte, cuyo líder fue Carlos Ibáñez del Campo, y su caída en tiempos de la Gran Depresión, junto con la tradición parlamentaria decimonónica y el carácter democrático institucional y político partidista que adquirieron incluso las expresiones políticas más radicalizadas y rupturistas en lo ideológico contribuyeron a que los procesos de industrialización protegida, urbanización y modernización social en Chile se dieran en el marco de los regímenes democráticos y no al alero de los populismos corporativistas, como en gran parte de las sociedades latinoamericanas.




      En lo económico, la profundidad del abismo de la crisis de la década de 1930 fue proporcional al anterior éxito del modelo exportador. En este sentido, la crisis fue una de las más trágicas en la región. Coincidió con el golpe final a la producción salitrera, ya en decadencia desde la invención del salitre sintético durante la I Guerra Mundial. En las décadas en cuestión, Chile logra con mucho éxito reemplazar el salitre por el cobre y, si bien después de 1930 opta —como el conjunto del mundo occidental— por el «desarrollo hacia adentro» y —como el conjunto de América Latina— por la industrialización de sustitución de importaciones, puede basar esta estrategia en los ingresos generados por las exportaciones cupríferas. Son los años de la industrialización básica en Chile, con el papel preponderante del Estado empresario y la creación de las empresas nacionales de electricidad, petróleo, acero, azúcar, de la aerolínea nacional y, también, la construcción de la carretera panamericana. Asimismo, fue la época de la divulgación, bajo el paraguas proteccionista de la variada industria de bienes de consumo, desde la industria textil hasta la de la línea blanca, pasando por la del calzado. Son, al mismo tiempo, décadas marcadas por una gran inflación y postergación de las transformaciones en el campo.




      En lo social, Chile se convierte en un país urbano. El progreso de la educación pública aumenta la oferta de la mano de obra calificada para los proyectos industrializadores, que, a su vez, ofrecen empleo estable «de por vida». Se crea el Servicio Nacional de Salud, el Estado y las empresas desarrollan programas de vivienda popular. El hijo de los migrantes del campo, educado en el liceo público, primera generación en su familia en obtener la educación secundaria, adquiere luego empleo de «cuello blanco» en una empresa estatal, con la ayuda de un contacto o «pituto» político de alguna fuerza de centro o centro-izquierda y vota por ese sector, tanto en reciprocidad clientelista como, en primer lugar, respondiendo a la interpretación discursiva por parte de ese sector de su propia experiencia del progreso democratizador. En lo cotidiano, la ampliación de la clase media y de sectores de trabajadores calificados mejor pagados implica la paulatina masificación de las pautas de consumo y costumbres sociales de los grupos de élite. No obstante, Chile está aún lejos de convertirse tanto en la sociedad de masas como en la sociedad de consumo: estos años son más bien su antítesis. La otra cara de la moneda es la migración masiva desde el campo a las ciudades, con la creación en sus confines de un cinturón de miseria formado por las llamadas «callampas». Si bien la industrialización tiende a absorber esta mano de obra, la intensidad de la migración interna es mayor, llegando a convivir en las poblaciones la cultura obrera (con marcada influencia del sindicalismo y la izquierda política) con la cultura de la dura pobreza urbana.




      La cultura ilustrada vive sus tiempos de gloria. Los progresos de la educación y el crecimiento de la población urbana hacen aumentar exponencialmente el público lector y espectador del país. El tejido cultural se densifica. Son los años en los que, por primera vez, figuras de la cultura chilena adquieren presencia mundial, con el Nobel de Literatura de Gabriela Mistral y las ediciones en decenas de lenguas de la poesía de Neruda. Por otro lado, cabe mencionar el impacto nacional tanto del teatro como de su versión radial, la masificación de la proyección cinematográfica (prácticamente en un 100 por ciento importada); el aumento del tiraje de los libros, revistas y periódicos, así como el nuevo auge del folclore (invención de la tradición en la nueva sociedad urbana).




      Todos estos cambios nos presentan una sociedad más moderna y pujante, aunque con muchas carencias, austera y provinciana. Y así la recuerdan los padres de las actuales generaciones de los chilenos.




      Fueron los años del desarrollo «hacia adentro», también de la construcción de instituciones y del sistema político, nuevamente «mirando hacia adentro». Pero, a la vez, fueron los años de mirar hacia el mundo.




      En las décadas que serán analizadas en este volumen se pone de manifiesto lo que será el rasgo distintivo de la cultura política chilena del siglo: la aspiración de sus élites políticas de interpretar la realidad nacional a partir de los proyectos ideológicos globales, que se convierte en la primera forma de la universalización e internacionalización de la política chilena. La crisis que tuvo lugar de 1929 a 1930 es leída en el país en clave capitalista socialista. La sublevación de los suboficiales de la armada en contra de los recortes de los sueldos es interpretada como un «Potemkin chileno». El sistema de partidos que se articula en el país a la salida de la crisis se asemeja al multipartidismo europeo, principalmente francés, y está representado por las organizaciones que se identifican con las principales corrientes ideológicas mundiales. En eso Chile marca diferencia con la mayoría de los países latinoamericanos, cuyos sistemas políticos de la época son dominados por los identitarismos populistas que postulan la particularidad local.




      En Chile, en cambio, predomina la tendencia a seguir los cánones europeos, aunque inevitablemente se llenan de otro contenido. Así, respondiendo el Partido Comunista local (PC) al proyecto kominterniano y siguiendo los actores políticos locales el modelo francés y español, este país sudamericano va a ser el tercero del mundo en llevar al poder a un gobierno del Frente Popular a fines de los años treinta (aunque el contenido real y el legado de este proyecto van a ser distintos a los de sus modelos europeos).




      Después de la II Guerra Mundial, Chile, respondiendo a la coyuntura política interna, va a revivir en estas latitudes el proyecto anticomunista trumaniano de la naciente Guerra Fría, con la expulsión de los comunistas del gobierno primero (como en Italia y Francia en estos mismos años) y de la vida pública general después (en clave macarthista).




      Los debates en el mundo político católico europeo de posguerra y el nacimiento de la democracia cristiana europea son claves para la articulación partidista del socialcristianismo chileno. Unos años más tarde, la idea de la «revolución por la vía pacífica», articulada en Moscú pensando en las experiencias europeas (francesa e italiana en primer lugar), será puesta en la base de la «vía chilena al socialismo» por la izquierda marxista de este país.




      Con todo, en los años analizados en este libro, es Chile quien está mirando al mundo. La mirada aún es unidireccional. Las relecturas y apropiaciones que Chile hace de las experiencias europeas no son meras imitaciones: son verdaderas reinterpretaciones de los discursos ideológicos mundiales, adaptadas a las condiciones locales.




      En el periodo siguiente, Chile va a protagonizar una serie de experimentos sociales de diverso signo ideológico, en busca de lo que sus autores considerarán progreso, modernización y una sociedad mejor. Será el momento dramático no sólo de mirar al mundo, sino de vivir en carne propia el protagonismo de sus principales conflictos. La capacidad articulada entre los años treinta y cincuenta de interpretar su historia a través de los «-ismos» globales hará que el caso chileno parezca más inteligible al mundo occidental y se convertirá en un caso emblemático de la época.


    


  




  

    

      La vida política




      Alfredo Riquelme Segovia




      Joaquín Fernández Abara




       




       




       




       




      La consolidación de un nuevo sistema de partidos




       




      La caída de la dictadura de Carlos Ibáñez del Campo, generada por la crisis de 1929 y precipitada por las protestas de julio de 1931, fue sucedida por un periodo de ingobernabilidad. Se había generado un vacío de poder y no había fuerzas organizadas capaces de dar estabilidad. El movimiento obrero nacido al alero de la «cuestión social» había sido barrido por la dictadura ibañista mediante la oferta de sindicalismo legal y la represión contra los «agitadores». Del mismo modo, los partidos políticos habían sido divididos y controlados por la dictadura, por lo que se encontraban desorganizados y muy desprestigiados. Existía un alto nivel de fragmentación partidaria y habían surgido nuevos pequeños partidos de carácter socialista y nacionalista, que hicieron suyas las críticas al capitalismo liberal, aguijoneados por la crisis económica mundial. A la ausencia de fuerzas sindicales y políticas organizadas y legitimadas se sumaba la persistencia del intervencionismo militar. Los militares no habían abandonado sus aspiraciones de mantener el poder y sus proyectos de «regeneración nacional», y nuevas sublevaciones o golpes de Estado eran vistos como algo plausible.




      En este complejo marco asumió el poder un gobierno provisional a cargo de Juan Esteban Montero, radical moderado y extremadamente legalista, de quien se esperaba que se convirtiera en una figura de consenso. Conservadores, liberales y radicales decidieron darle su apoyo con miras a las elecciones que se realizarían en octubre. Sin embargo, Montero debió enfrentar una crisis económica en su peor momento y una situación social explosiva. El país tenía más de 200.000 cesantes, los salarios habían disminuido y las exportaciones estaban a la baja, al igual que las entradas fiscales. Las manifestaciones de descontento estaban a la orden del día. Una de las más llamativas fue la «sublevación de la escuadra». A comienzos de septiembre de 1931, se produjo un levantamiento de la marinería, la que, pasando por encima de la oficialidad, tomó el control de la escuadra surta en el puerto de Coquimbo y ocupó las instalaciones del apostadero naval de Talcahuano. Tras el ataque de la aviación a los barcos y algunas escaramuzas, los rebeldes se rindieron.




      No es de extrañar que una parte importante del electorado viera en Montero una garantía de regreso al orden social. De hecho, en las elecciones de octubre de 1931 obtuvo un 63,93 por ciento de los votos, imponiéndose sobre el expresidente Arturo Alessandri, quien sólo recibió un 34,77 por ciento, y sobre Elías Lafertte y Manuel Hidalgo, candidatos del Partido Comunista (PC) y de los sectores antiestalinistas escindidos de este partido, respectivamente, cuyos votos sumados apenas alcanzaban un 1,2 por ciento. Sin embargo, la conflictividad política y social no se detuvo. En diciembre de ese mismo año, en las ciudades de Vallenar y Copiapó, en el Norte Chico, se produjo un levantamiento popular que sería sofocado por tropas del ejército y los Carabineros. A la ya larga decadencia de la pequeña minería en la zona se había sumado la llegada de los obreros salitreros cesantes, creando el caldo de cultivo para ese estallido social que daría lugar a la matanza conocida como la Pascua Trágica.




      La inestabilidad del gobierno quedó en evidencia en junio de 1932, cuando un nuevo golpe terminó por derribarlo. El levantamiento era liderado por el comandante en jefe de la fuerza aérea, Marmaduke Grove Vallejos, un militar reformista que había participado en las intervenciones de mediados de los años veinte. Grove instaló una junta cívico-militar y declaró la República Socialista de Chile. El socialismo duró apenas doce días, al cabo de los cuales fue derribado por un golpe interno que colocó en el poder a Carlos Dávila, quien, acompañado de elementos ibañistas, presidió una nueva junta que llevó adelante políticas más moderadas que su antecesora.




      Esas sucesivas intervenciones militares fueron finalmente barridas por una «reacción civilista» orientada a restaurar la normalidad constitucional. Sin embargo, elevaron la popularidad personal de Marmaduke Grove, ayudaron a difundir en amplios sectores las ideas socialistas y dejaron un legado institucional que facilitaría, hasta 1973, la intervención estatal en la economía.




      Tras la reacción civilista hubo un nuevo llamado a elecciones. En éstas triunfó Arturo Alessandri, apoyado ahora por el radicalismo, sectores del Partido Liberal y varios pequeños partidos de índole reformista. Alessandri se impuso con un 55,3 por ciento de los votos. Sin embargo, la gran sorpresa de la elección fue el segundo lugar alcanzado por Marmaduke Grove, con casi un 18 por ciento de los votos pese a que no pudo hacer campaña, pues se encontraba relegado en la isla de Pascua. En tercer lugar llegó Héctor Rodríguez de la Sotta, conservador, con un 13,89 por ciento; en cuarto lugar, Enrique Zañartu Prieto, liberal, con un 12,62 por ciento; y, finalmente, Elías Lafferte, comunista, con un 0,26 por ciento. La votación del militar socialista reflejaba los importantes cambios que estaban teniendo lugar en la política chilena.




      La década de 1930 asistiría al surgimiento de un nuevo sistema de partidos que configuraría el panorama político chileno durante cerca de 40 años. El nacimiento del Partido Socialista (PS) en 1933 trajo aparejado el surgimiento de una izquierda marxista electoralmente relevante, situación que obligó a los partidos históricos a repensar su política coalicional. Ante el fortalecimiento y la ampliación de una izquierda partidaria de una transformación revolucionaria de orientación socialista, liberales y conservadores limaron muchas de sus antiguas diferencias y propendieron a actuar en coaliciones estables. Ambos comenzaron a percibirse como «partidos de orden», defensores de la conservación de la estabilidad social y de la propiedad, amenazadas, ocupando la derecha del espectro político. La existencia de un sistema de partidos en el que los polos tenían proyectos de sociedad radicalmente antagónicos abrió un amplio margen de maniobra para el centro, que pasó a estar encarnado por el Partido Radical. Esta colectividad adquirió un papel fundamental para el juego de alianzas. Así, la crisis del liberalismo oligárquico y de la política partidista tradicional heredada del siglo XIX, que venía arrastrándose desde 1920, desembocó en la sustitución del sistema de partidos decimonónico —organizado alrededor de la pugna laicista-clerical— por otro en el cual la división fundamental estaba dada por la postura asumida ante los conflictos entre el capital y el trabajo. Es en esta época cuando el uso de los términos derecha e izquierda —casi siempre usados en Chile de manera singular— se afianzó y popularizó en el vocabulario político como una manera de definir la postura de los partidos y las convicciones políticas de las personas.




      La aparición del Partido Socialista se vuelve fundamental para comprender estos cambios. El 18 por ciento de los votos obtenido por Marmaduke Grove en las elecciones de 1932 fue capitalizado por los grupos políticos que habían apoyado su candidatura. En abril de 1933, la Nueva Acción Pública, la Orden Socialista, el Partido Socialista Marxista y la Acción Revolucionaria Socialista se fusionaron, formando el Partido Socialista de Chile. La heterogeneidad de sus elementos fundacionales, sumada al posterior ingreso de otros grupos políticos, lo transformó en una colectividad ideológicamente variopinta. En su seno convivieron marxistas doctrinarios, militares nacionalistas, exanarquistas y sectores reformistas provenientes del mundo laico, desencantados del Partido Radical y del alessandrismo. Poco después, se les uniría un importante contingente de comunistas antiestalinistas orientados hacia el trotskismo. Esta diversidad ideológica condujo a que las definiciones doctrinarias del partido fueran más bien laxas y que entre sus militantes se encontraran desde devotos seguidores del fundador del Ejército Rojo hasta admiradores del presidente estadounidense Franklin D. Roosevelt y su política del New Deal. Con el fin de contemporizar estas visiones, el partido buscó transformarse en una alternativa latinoamericanista y, en su declaración de principios, sostuvo que aceptaba «como método de interpretación de la realidad el marxismo rectificado y enriquecido por todos los aportes científicos del constante devenir social». Es necesario destacar que el Partido Socialista mostró evidentes rasgos populistas en sus orígenes. Éstos se hicieron notar en su discurso, en el estilo de sus liderazgos y en las características de sus bases de apoyo. El discurso y la simbología socialistas estuvieron teñidos por un marcado nacionalismo antiimperialista que apelaba a la unidad latinoamericana. De hecho, mantuvo cordiales relaciones con el aprismo peruano, movimiento del que tomó la letra de su himno. Los rasgos populistas del socialismo chileno se hicieron presentes también en la figura de su principal dirigente, Marmaduke Grove. El conductor de la República Socialista ejerció un liderazgo carismático, haciendo uso de una retórica inflamada y esgrimiendo un discurso de izquierda simple, nacionalista, moralista y extremadamente combativo. En cierto modo, en sus años iniciales, el socialismo fue relativamente indistinguible del grovismo, y este fenómeno personalista explica gran parte de la popularidad y el crecimiento inicial del partido. Por lo demás, el PS, movilizando a importantes segmentos del mundo popular urbano y de los sectores medios, logró romper los estrechos márgenes de clase en los que se había mantenido la izquierda desde la época del Partido Obrero Socialista (POS), fundado en 1912, que se afiliaría a la Internacional Comunista (Komintern) y adoptaría el nombre de Partido Comunista en 1922. El estilo de movilización desarrollado por el socialismo en la década de 1930 fue callejero y militarizado, como el de la mayor parte de los actores políticos de entonces. El partido prohijó a las Milicias Socialistas, con las que movilizaban sus bases, especialmente juveniles, uniformadas con sus «camisas de acero».




      Por su parte, el Partido Comunista vivía un momento difícil. La represión del régimen ibañista, unida a la oferta de sindicalismo legal, había debilitado sus vínculos con el movimiento obrero organizado, su principal base de apoyo social. Una vez que pudo intentar recuperarlos se topó con la competencia del Partido Socialista. Por lo demás, hacia 1933 el PC recién estaba dejando atrás importantes tensiones internas. Desde fines de la década de 1920, la bolchevización impulsada por el Secretariado Sudamericano de la Internacional Comunista apuntaba a buscar una adhesión más disciplinada a la versión estalinista del marxismo, apartando a los sectores proclives al trotskismo y, especialmente, eliminando los resabios democrático-liberales de la cultura política de los años formativos. En este contexto, el «recabarrenismo» —o legado de Luis Emilio Recabarren, fundador del partido— fue asumido como una desviación que atentaba contra la ortodoxia ideológica. Estos cambios se sustentaban en las políticas del llamado «tercer periodo» de la Internacional Comunista, que había asumido desde 1928 las políticas que se sustentaban en la convicción de estar viviendo el tercer periodo y final de la crisis mundial del capitalismo, que se habría abierto en 1917 con la revolución bolchevique en Rusia. Esa creencia se estimaría confirmada por la Gran Depresión de 1929. Ante la inminencia de la «crisis terminal» se volvía indispensable que los comunistas estuvieran a la cabeza de las fuerzas proletarias. Por lo mismo, el énfasis de su acción debía estar puesto en imponerse sobre otros grupos de izquierda, repudiar la política parlamentaria y, especialmente, luchar contra las corrientes socialdemócratas que sólo estarían morigerando las contradicciones sociales y retardando la lucha revolucionaria. Desde esta perspectiva los comunistas miraban con desconfianza a los socialistas y, al igual que en otros países, los acusaban de «socialfascistas». En la Conferencia Nacional de 1933, el Partido Comunista de Chile reafirmó su adhesión a la línea del Komintern. Mientras tanto, los sectores disidentes, dirigidos por Manuel Hidalgo, se organizaban en la Izquierda Comunista para incorporarse más tarde a las filas del Partido Socialista.




      Ante la aparición de una izquierda marxista relevante, el centro político pasó a ser ocupado por el Partido Radical, que tenía puntos de contacto tanto con liberales y conservadores como con las nuevas fuerzas de la izquierda. El radicalismo era el partido político que representaba las posiciones liberales de avanzada en el siglo XIX, defendiendo un programa que tenía un fuerte énfasis en el laicismo y en la representación de las provincias. Fue uno de los primeros partidos en reaccionar con un programa coherente ante la emergencia de la cuestión social. Ya en 1906 abandonó el «librecambismo» y, bajo el liderazgo del intelectual positivista Valentín Letelier, tomó una opción decidida en favor del «socialismo de Estado», siguiendo el modelo bismarckiano de seguridad social. Con posterioridad, los radicales fueron uno de los principales puntales del alessandrismo y del reformismo social de los años veinte. Hacia la década de 1930, el radicalismo expresaba una cultura política liberal y un gran aprecio por la política parlamentaria, a la vez que un fuerte compromiso con la intervención estatal y las políticas de bienestar social. Estas posturas fueron refrendadas en la declaración de principios adoptada por el Partido Radical en la convención de 1931. En dicha ocasión, los convencionales radicales hicieron un lapidario diagnóstico sobre el liberalismo individualista que campeaba en la economía. Según la convención radical, el «régimen capitalista, en que se apoyan fundamentalmente el individualismo y la propiedad privada de los medios de producción», había «hecho crisis». Esta situación hacía indispensable reemplazar el modelo vigente por un régimen «basado en el principio de la solidaridad social». Si bien el radicalismo rechazó el liberalismo económico, mantuvo un ideario y una cultura política liberales. El partido conservó un fuerte compromiso con la democracia política, al punto de repudiar «toda clase de dictaduras, sean militares, capitalistas o proletarias» y defender el «proceso evolutivo» como medio para llegar al «cambio de régimen». La composición social de sus bases de apoyo sólo podía reforzar ese eclecticismo. El radicalismo llegó a ser considerado como el partido de la clase media, debido a la relevancia alcanzada en su interior por elementos provenientes de los sectores medios urbanos, ligados especialmente al Estado y a la educación pública. Su organización territorial, compuesta por asambleas con un alto grado de participación y democracia interna, facilitaba la inserción partidaria de intereses y liderazgos mesocráticos. Sin embargo, algunos sectores propietarios de provincias también tuvieron una importante presencia en el partido, adquiriendo especial relevancia algunos empresarios mineros nortinos y terratenientes del sur, relativamente ajenos a los núcleos más tradicionales de la oligarquía de la zona central. La militancia radical tendía a compartir una experiencia educacional común, muy vinculada a la red de liceos fiscales y a la Universidad de Chile, y veía su identidad reforzada desde el siglo anterior por diversas formas de sociabilidad masculina, como eran los clubes radicales o las logias masónicas.




      En los años treinta pervivían aún algunos partidos herederos del reformismo liberal de la década de 1920, que eran muy cercanos a los sectores de avanzada del Partido Radical. A la izquierda del Partido Radical se encontraba una pequeña escisión de éste nacida en 1931, llamada Partido Radical-Socialista, que sostenía un programa similar al radical, pero con un énfasis mucho mayor en la intervención estatal y la política de nacionalizaciones. Su figura principal fue Juan Bautista Rossetti. En cierto modo representaba una continuación radicalizada del reformismo de los años veinte, que intentó buscar un lugar conjunto con las izquierdas en formación. Otro partido que en el periodo intentó dar continuidad a la obra de reformismo social de los años veinte fue el Partido Social Republicano. Se trataba de una colectividad formada también durante 1931, que había unido a elementos que anteriormente se habían adherido al alessandrismo y a la Alianza Liberal, principalmente liberales reformistas y radicales. Dicho partido intentó combinar liberalismo, estatismo y un férreo civilismo, transformando al antiibañismo, en su leitmotiv. No es de extrañar que el destacado intelectual positivista y fiero antiibañista Carlos Vicuña Fuentes haya sido una de sus figuras principales.




      Otra colectividad que mantenía esta tónica reformista era el Partido Democrático. Herederos del «liberalismo popular» decimonónico, los democráticos promovían el proteccionismo económico y las medidas de seguridad social y laboral. Habían estado firmemente asociados al movimiento mutualista y tenían apoyo entre sectores obreros, aunque éste se había debilitado tras la partida de su tendencia socialista para fundar el Partido Obrero Socialista en 1912. Desde entonces, su principal base de adherentes se encontraba en el mundo artesanal. Hacía la década de 1930 estaba en plena decadencia, el mutualismo perdía fuerza y sus bases de apoyo seguían siendo absorbidas por la izquierda, especialmente por los socialistas. Por lo demás, su actitud fue errática, debatiéndose entre ser parte de la izquierda o mantener una alianza con los partidos históricos. De hecho, este conflicto interno lo llevaría a su quiebre durante la segunda administración de Alessandri.




      Como ya hemos señalado, a la derecha del espectro político pasaron a ubicarse conservadores y liberales. Si bien la pugna entre laicismo y clericalismo fue perdiendo la centralidad que había tenido en la política partidista tras la separación pactada entre la Iglesia y el Estado en 1925, el Partido Conservador aspiraba a seguir siendo el único referente para el electorado católico. Se trataba de un partido caracterizado por el catolicismo político de sus miembros y el predominio entre sus directivos de grandes terratenientes de la zona central, educados en colegios confesionales de élite, dirigidos por congregaciones de sacerdotes. Aunque el Partido Conservador hizo suyos algunos aspectos de la doctrina social de la Iglesia, predominó una postura liberal en lo económico. Estas líneas quedaron refrendadas en 1932 cuando, tras la dictadura ibañista, el partido eligió una nueva directiva, encabezada por Héctor Rodríguez de la Sotta. Sin embargo, las tensiones internas pronto se harían presentes y adquirirían la forma de una pugna generacional. Importantes segmentos juveniles del partido rechazaban el liberalismo económico y sostuvieron que faltaba un compromiso verdadero con la doctrina socialcristiana proclamada por las encíclicas papales. Fue en este marco en el que surgió la Falange Nacional. Se trataba de una organización formada en el interior de la Juventud Conservadora y compuesta por jóvenes católicos que, en su mayoría, provenían del ámbito universitario. La mayor parte de ellos había formado vínculos a través de Acción Católica y la Asociación Nacional de Estudiantes Católicos, donde habían recibido la influencia de sacerdotes progresistas, especialmente jesuitas, que se habían formado al alero del catolicismo social europeo. Los jóvenes falangistas tenían en común la adhesión a la doctrina social de la Iglesia y, en distintos grados, una actitud antiliberal y proclive a las ideas corporativistas. En un comienzo, y al igual que en muchos movimientos juveniles socialcristianos del periodo, se expresaron en el interior de la organización algunas ideas autoritarias, que tenían cierta afinidad con la vertiente española del fascismo. La adopción del nombre Falange, pese a las explicaciones dadas en años posteriores, tuvo su origen en ese ambiente. No obstante, pronto las ideas democráticas, influenciadas por el pensamiento de Jacques Maritain, alcanzaron la hegemonía. Desde un comienzo, los falangistas buscaron convertirse en una alternativa a la derecha y a la izquierda. En palabras de uno de sus fundadores, Eduardo Frei Montalva, el nuevo movimiento debía «recoger las virtudes que la tradición ha legado a las derechas, buscando en ellas la raigambre y el carácter nacional y las ansias de justicia social que informan el substratum de la izquierda». Si bien hasta 1938 se mantuvieron dentro de los márgenes del Partido Conservador, su relación con éste fue crecientemente tensa y estuvo marcada por desacuerdos cada vez más insuperables.




      La década de 1930 también fue testigo del alineamiento del Partido Liberal en la derecha en coalición con los conservadores. En octubre de 1933, las facciones del Partido Liberal se reunificaron. Con este acto, intentaban revertir la tendencia a la división y el faccionalismo arraigados en la cultura política del partido. Sin embargo, la gran división del liberalismo, acaecida en la segunda década del siglo XX, continuó marcando las tendencias internas del partido una vez producida la reunificación. En efecto, con miras a la elección de 1920, en el partido se habían manifestado dos facciones principales: los «aliancistas» y los «unionistas». Los primeros, influidos por la ideas wilsonianas, defendían la alianza con el radicalismo y sostenían un programa más activo de intervención estatal, con miras a solucionar los problemas asociados a la cuestión social. Los segundos eran partidarios de la alianza con los conservadores y se apegaban más al liberalismo económico. Tras 1933, los antiguos unionistas pasaron a ser conocidos como «manchesterianos», siendo motejados de esta manera por su apego a las formas clásicas del liberalismo económico. Defendieron una alianza con los conservadores y tuvieron una actitud defensiva y hostil ante las nuevas corrientes políticas de centro e izquierda. Su figura más relevante fue Ladislao Errázuriz. Por otro lado, los antiguos aliancistas, encabezados por José Maza, fueron conocidos como «reformistas» o «democráticos». En general, los reformistas defendieron, dentro de los márgenes del liberalismo, una postura más proclive a la intervención estatal. Mostraron un sesgo menos oligárquico que los primeros y mantuvieron buenas relaciones con los radicales. Muchos de ellos aspiraban a conservar una alianza con los radicales que reprodujera la antigua Alianza Liberal. Durante la década de 1930 ganó terreno la corriente manchesteriana, y la política de alianza con los conservadores adquirió preeminencia. El alessandrismo estuvo más ligado a la corriente reformista y manifestaba una actitud pragmática en materia de política coalicional, defendiendo la necesidad de buscar una alianza con el radicalismo. Sin embargo, las características del segundo gobierno de Arturo Alessandri (1932-1938), con su fuerte énfasis en el orden público y el costo social de las medidas reactivadoras, lo fueron alejando del centro y lo acercaron a la derecha. Lo cierto es que la década de 1930 fue testigo del agotamiento del reformismo liberal y de la instalación de ese partido en la derecha en conjunto con el Partido Conservador.




      Los sectores hegemónicos de los partidos Liberal y Conservador mostraron una actitud desconfiada hacia el sufragio universal durante los años treinta, llegando incluso a defender algunos mecanismos «correctivos» para la democracia electoral, como la aplicación del «voto plural», que otorgaría más de un voto a los miembros de las élites. Al mismo tiempo, en su afán de reforzar el orden público, poco a poco se fueron alejando de su matriz constitucionalista liberal decimonónica, caracterizada por la desconfianza hacia la concentración del poder, para acercarse a posturas proclives al reforzamiento de la autoridad presidencial. Si bien las cúpulas de ambos partidos tenían una tónica predominantemente oligárquica, mantuvieron una importante presencia electoral entre los sectores bajos y medios. Debemos recordar que el Partido Conservador se presentaba todavía como la única opción política para el electorado católico y que ambos partidos, a través de los sectores patronales, ejercían una hegemonía casi indiscutida sobre los trabajadores rurales de la zona central. Por lo demás, eran los partidos que tenían mayores facilidades para practicar el cohecho en las elecciones por la disponibilidad de recursos de sus dirigentes y candidatos, así como por el ascendiente de éstos sobre sus dependientes.




      El ambiente ideológico antiliberal de la década de 1930 también contribuyó al surgimiento de diversos movimientos nacionalistas y corporativistas. Algunos de ellos fueron Unión Republicana y Acción Nacional, que, en 1937, se fusionaron para dar paso a Acción Republicana. Dicho movimiento congregó a varios antiguos miembros de la organización paramilitar alessandrista Milicia Republicana y defendió un programa sustentado en el presidencialismo reforzado, el corporativismo y el nacionalismo. Otra colectividad de estas características fue el Partido Agrario, formado en 1931 por propietarios agrícolas del sur de Chile, especialmente de la zona de la Araucanía, quienes no se sentían representados por los partidos históricos. Los «agrarios» defendieron un programa de corte corporativista, propugnando la creación de Cámaras funcionales. Estas ideas les permitieron reclutar militantes entre jóvenes de tendencia socialcristiana y elementos dispersos que se habían adherido al ibañismo. Sin embargo, de todo ese conjunto de movimientos nacionalistas surgidos en la década de 1930, el más importante fue el Movimiento Nacional Socialista. Fundado en 1932, tuvo como modelos principales al nazismo alemán y al fascismo italiano. Sus radicales críticas apuntaban por igual al liberalismo y al marxismo, y manifestaban marcadas tendencias en pos de un nacionalismo antiimperialista y antioligárquico. Los «nacistas» y principalmente su ideólogo, Carlos Keller, se nutrieron asimismo de las ideas de historiadores nacionalistas conservadores chilenos, como Alberto Edwards y Francisco Antonio Encina. Coincidían con la mirada decadentista spengleriana de la historia de Chile de estos intelectuales, compartiendo una actitud refractaria hacia el liberalismo y la democracia, al mismo tiempo que una visión idealizada del orden autoritario de los decenios dominados por los gobiernos conservadores que rigieron Chile entre 1830 y 1860, que consideraban como una suerte de pasado mítico. También recibieron la influencia de Nicolás Palacios, teórico del racismo chileno, quien veía en el «pueblo» chileno una suerte de «raza» mestiza, fusión de las razas «guerreras» y «patriarcales» araucana y visigoda. La tensión entre los modelos fascistas europeos y el énfasis en lo local fue una contradicción que siempre rondó al movimiento. De hecho, adoptaron el nombre de nacistas, con c, para diferenciarse de los nazis alemanes. Los nacistas siguieron un modo de organización jerárquico, que apelaba a la supremacía indiscutida de un liderazgo unipersonal. Al frente del movimiento estuvo Jorge González von Marées, quien llevaba el título de Jefe. Manifestaron un estilo de movilización paramilitar y callejero, y formaron su propia milicia, las Tropas Nacistas de Asalto. Hacían una defensa explícita de la violencia, que veían no sólo como un medio, sino como una expresión natural de vitalidad de una fuerza que buscaba reencantar el mundo, superando los valores de una sociedad que consideraban anclada en el materialismo. Al igual que la mayoría de los movimientos fascistas del periodo, el Movimiento Nacional Socialista tuvo una composición predominantemente juvenil.




      Los liderazgos personalistas de carácter populista surgidos en la década de 1920 disminuyeron su importancia relativa para dar paso a un resurgimiento masivo de la actividad partidista. Sin embargo, rebrotaron en más de una ocasión y no dejaron de ejercer influencia hasta fines de la década de 1950. Si bien se mantuvo el reformismo liberal, que pasó a tener su principal expresión en el centro radical, surgieron nuevas agrupaciones de matriz marxista que alcanzaron relevancia electoral. Éstas proponían una salida revolucionaria a los problemas sociales. Fue en este contexto en el que tuvo lugar el retorno al gobierno civil de la mano de la segunda administración de Arturo Alessandri Palma, entre 1932 y 1938.




       




       




      Alessandri gira a la derecha, el país a la izquierda




       




      En materia política, el segundo gobierno de Arturo Alessandri apuntó principalmente a restaurar el gobierno civil e imponer el orden público. El «agitador» y «demoledor» de 1920, que había fomentado la movilización social y abierto las puertas del sistema político a los militares, apostaba en 1932 por la desmovilización, enemistándose con el movimiento obrero y pugnando por lograr el retorno definitivo de los militares a los cuarteles. El «civilismo», es decir, el rechazo a las intervenciones pretorianas y la defensa a ultranza del gobierno civil, pasó a ser uno de los principales motivos de la nueva administración. En este sentido Alessandri buscó «despolitizar» las filas de las fuerzas armadas, llamando a retiro a una importante cantidad de oficiales implicados en las intervenciones militares de 1924 y 1932, sospechosos de adhesión al ibañismo. Esta suerte de purga no estuvo exenta de elementos de patronazgo, debido a que el propio Alessandri buscó ascender y premiar a los elementos de la oficialidad que le demostraran su lealtad personal. Alessandri mantuvo a los Carabineros, la policía nacional unificada y militarizada creada por Ibáñez, por considerarla funcional para sus afanes de reforzamiento de la autoridad presidencial. Sin embargo, conservó sus sospechas sobre su lealtad política y potenció de forma paralela a la Policía de Investigaciones, un cuerpo de carácter civil que podía servirle de contrapeso. Una de las medidas más vistosas y controvertidas de la administración de Alessandri en el ámbito del control de los militares fue el apoyo prestado por su gobierno a la Milicia Republicana, una organización paramilitar compuesta por civiles que tenía como fin detener las intervenciones militares y volver al gobierno civil. Las primeras organizaciones de civiles armados que pugnaban por poner fin a las intervenciones pretorianas surgieron en 1932, durante los convulsionados días de la República Socialista. Dicha milicia estuvo constituida por miembros de los partidos históricos: liberales, conservadores y, en menor medida, radicales, aunque también recibieron la adhesión de algunos militantes de movimientos nacionalistas, que veían en la lucha antisocialista una suerte de cruzada de regeneración nacional. La composición social de la milicia estuvo marcada predominantemente por elementos provenientes de círculos oligárquicos, pero también por profesionales liberales de origen mesocrático y algunos miembros, más escasos, de origen obrero. Fue percibida como una organización civilista, según los sectores gobiernistas, o una suerte de guardia blanca, según la óptica de la izquierda y más tarde del nacismo. La administración de Alessandri vio en ella una institución afín a sus propósitos de orden público y civilismo, por lo que le dio un decidido apoyo en una primera fase del gobierno, abasteciéndola de armamento y otorgándole su reconocimiento en público. El propio presidente de la República, en más de una ocasión, revistó sus tropas y presidió sus desfiles, que llegaron a incluir el uso de aviones. Desde 1934, el gobierno comenzó a alejarse de las milicias, que finalmente fueron disueltas en 1936 a petición presidencial.




      Junto con el civilismo, el gobierno puso énfasis en el orden público, lo que se expresó en una política de contención e incluso represión de las movilizaciones sociales. La administración de Alessandri echó mano a las facultades extraordinarias para ejercer la autoridad ante una situación sociopolítica turbulenta. Si bien hubo importantes avances en materia de estabilización político-institucional, los años treinta mantuvieron muchas características propias de un periodo revolucionario. En dichos años asistimos a la reorganización de un sindicalismo politizado y clasista, que renacía de las cenizas dejadas por el régimen ibañista. En 1931 las organizaciones anarcosindicalistas se federaron en la Confederación General de Trabajadores. Ese mismo año, la Federación Obrera de Chile, dependiente del Partido Comunista, celebró una convención por primera vez desde 1925. Finalmente, en 1934, el naciente Partido Socialista creó la Central Nacional Sindical. Al mismo tiempo, la violencia ejercida por las milicias de los nuevos partidos, principalmente nacistas y socialistas, fue in crescendo. Las Tropas de Asalto Nacistas y las Milicias Socialistas comenzaron por tener enfrentamientos callejeros que fueron escalando y dejaron varios heridos y algunos muertos.




      En medio de este convulsionado ambiente, el presidente gobernó con facultades extraordinarias entre abril de 1933 y junio de 1934, pudiendo así relegar a los adversarios políticos, censurar a los medios de prensa y prohibir concentraciones. En ese marco, el segundo gobierno de Alessandri se caracterizó por una política abiertamente represiva hacia los movimientos de protesta social. En este aspecto, hubo algunos casos emblemáticos. Uno de ellos fue la matanza de Ranquil: entre junio y julio de 1934, una revuelta campesina en la cordillera del Alto Biobío concluyó en un enfrentamiento con los Carabineros y una matanza en la localidad de Ranquil que dejó un saldo de varios centenares de muertos. El diario La Opinión, vinculado al Partido Radical Socialista, que denunció la masacre, fue atacado violentamente por agentes del gobierno el 5 de julio. Otro hito importante de la política represiva de Alessandri hacia las movilizaciones sociales fue el uso del ejército para reprimir la huelga de trabajadores ferroviarios en febrero de 1936. En esa coyuntura, el presidente cerró el Congreso Nacional durante tres meses haciendo uso de facultades extraordinarias. En 1937 fue promulgada la Ley de Seguridad Interior del Estado, que daba al Ejecutivo mayores facilidades para conculcar algunos derechos civiles y políticos básicos en aras de mantener el orden público. La iniciativa generó un arduo debate. Fue apoyada por la derecha, aunque unos pocos nostálgicos del pasado parlamentarista y liberal lo hicieron muy a su pesar. La ley fue fuertemente resistida por la oposición, especialmente por la izquierda y los nacistas, quienes se consideraban el blanco predilecto de la nueva normativa, y también fue rechazada por gran parte de los radicales, quienes la veían como una institucionalización de la arbitrariedad y un atentado contra las libertades propias de la democracia.




      En definitiva, si bien el periodo de 1932 a 1938 se caracterizó por el restablecimiento del orden constitucional y por lograr contener al militarismo, la violencia política estuvo lejos de ser desterrada.




      Los esfuerzos del gobierno estuvieron también puestos en superar los devastadores efectos que la crisis de 1929 tuvo para Chile. El proceso de recuperación económica fue conducido por el ministro de Hacienda, Gustavo Ross. Su política puso un fuerte énfasis en alcanzar y mantener los equilibrios fiscales y la capitalización, resistiendo las demandas sociales. La oposición lo acusaría de insensibilidad social, llamándolo «el ministro del hambre» o «el último pirata del Pacífico». Ross también fomentó la reactivación mediante la inversión pública en el rubro de la construcción y mantuvo y aumentó algunas de las barreras proteccionistas con las que contaban los productores nacionales. Por lo demás, se dio continuidad a algunas de las agencias de intervención estatal creadas en el convulsionado periodo anterior, como el Comisariato General de Subsistencias y Precios, creado durante la República Socialista para fijar el valor monetario de los productos de consumo básico. Puede observarse cómo la idea de un Estado capaz de intervenir en la economía y la sociedad ya había alcanzado cierto consenso, lo que hacía muy difícil entablar una lucha frontal en su contra.




      La base de apoyo partidista del gobierno rápidamente se movió hacia la derecha. Alessandri fue elegido con el apoyo de radicales, demócratas y otras fuerzas del liberalismo reformista. Al formar su gobierno, amplió la coalición oficialista hacia la derecha, llamando al resto de los partidos históricos. Sus primeros gabinetes se apoyaron en los partidos Radical, Demócrata, Conservador y Liberal. Sin embargo, amplios sectores del radicalismo rechazaban el estilo autoritario de Alessandri, especialmente algunas de las actuaciones que bordeaban la inconstitucionalidad, como el apoyo explícito a la Milicia Republicana. Por lo demás, importantes sectores del PR aspiraban a una intervención estatal más profunda, no se identificaban con las políticas económicas del gobierno y disentían con la política represiva hacia el movimiento obrero. Así, los radicales abandonaron el gobierno en 1934 y sólo volvieron a tener una muy breve participación en éste durante 1936.




       




       




      El Frente Popular hacia el gobierno




       




      En el acercamiento de los radicales hacia la izquierda influían las consideraciones recién expuestas. Sin embargo, otro factor fundamental que debe tenerse en cuenta fue que una alianza con la izquierda daba a los radicales mayores posibilidades de presentar un candidato propio a la presidencia que una coalición con la derecha. Estas posibilidades se veían acrecentadas por la disposición explícita de los comunistas a ceder la primacía de una coalición a los radicales. Por esto, el proceso de acercamiento del centro a la izquierda se vuelve incomprensible si no ponemos atención al Partido Comunista. Esta colectividad efectuó un viraje espectacular en sus políticas a mediados de la década de 1930, pasando de una estrategia confrontacional a otra que promovía la colaboración estable con fuerzas reformistas y centristas, siguiendo el giro del Komintern hacia la estrategia del Frente Popular, cuyo fin (a lo menos en Europa) era contener el fascismo y preservar las democracias parlamentarias y las conquistas democráticas y sociales alcanzadas o susceptibles de serlo en aquéllas. La estrategia encontró buena acogida en un partido que veía en ella la oportunidad de superar su situación de marginalidad política. La interpretación predominante en los medios marxistas sobre el origen y la naturaleza del fascismo, que lo sindicaba como la dictadura terrorista y abierta promovida por los sectores más reaccionarios del capital, permitió adaptar la estrategia frentepopulista con facilidad al contexto nacional. Para los comunistas chilenos, la amenaza fascista en el país residía sobre todo en la deriva autoritaria de la derecha y su afán de ahogar mediante la violencia la movilización popular. De ese modo, lo que predominó fue principalmente un discurso antioligárquico, capaz de involucrar a amplios sectores sociales.




      Los comunistas atrajeron a los radicales, asegurándoles la posibilidad de encabezar la coalición con un candidato a la presidencia de sus filas. En el radicalismo, después de arduos debates y vacilaciones, se asumió la opción de acompañar a la izquierda. Por otra parte, los socialistas ya venían realizando intentos de unificar a las fuerzas del campo izquierdista. En diciembre de 1934 habían formado el Block de Izquierda, coalición que los unía a radical-socialistas, democráticos y al partido Izquierda Comunista. En un primer momento los socialistas fueron reticentes a la creación del Frente Popular, por el temor de perder su hegemonía en la izquierda, al subsumirse en una coalición mayor. Por lo demás, una eventual alianza con los radicales generaba reticencias entre los sectores maximalistas en su interior. Sin embargo, la posibilidad de perder votos obreros y mesocráticos, el ambiente internacional antifascista y la resistencia al presidencialismo autoritario de Alessandri los empujaron a integrar el Frente. Así, en febrero de 1936 se formaba el Frente Popular chileno, coalición de centro-izquierda compuesta por radicales, radical-socialistas, democráticos, socialistas y comunistas. La nueva alianza política contó con el apoyo del movimiento sindical organizado, el cual se fusionaría en la Confederación de Trabajadores de Chile, que se integró a la directiva de la coalición junto a los partidos políticos. El Frente Popular desarrolló un programa moderado de reformas. Su lema, «Pan, techo y abrigo», apuntaba a la satisfacción de las necesidades básicas de la población, y las medidas concretas propuestas en el programa seguían la misma dirección. El énfasis en la protección social, el mejoramiento de los salarios y de las condiciones de vida y el respeto a los derechos laborales de los sectores obreros y mesocráticos estuvo muy marcado. Al mismo tiempo, el programa demostraba un nacionalismo económico moderado, centrándose en el estímulo estatal a la industrialización, la implementación de medidas proteccionistas y la nacionalización de algunas empresas extranjeras. La reforma agraria fue mencionada, pero de manera tímida, haciendo referencia principalmente a una política de colonización. Finalmente, el programa destacaba la necesidad de profundizar la democracia, saneando los procesos electorales y respetando de manera irrestricta las libertades públicas. Como puede observarse, el programa intentaba generar puntos en común entre los heterogéneos sectores que componían la coalición, a la vez que permitía ganar adeptos entre sectores sociales disímiles. Al mismo tiempo, significó morigerar las posturas revolucionarias de socialistas y comunistas en aras de un discurso reformador y de articulación, más que de confrontación social.




      Sin embargo, el escenario político se mostraba complejo para la nueva coalición de centro-izquierda. En las elecciones parlamentarias de 1937, los socialistas tuvieron un crecimiento enorme y alcanzaron el 11,15 por ciento de los votos, mientras que los comunistas crecieron el 4,12 por ciento. Sin embargo, los radicales solamente obtuvieron un 18,63 por ciento. En total, todas las fuerzas frentistas sumaron un 38,78 por ciento de los votos, porcentaje que estaba por debajo del conseguido por los partidos de la derecha, el Liberal y el Conservador, que —sumados a movimientos nacionalistas cercanos a la derecha, como Acción Republicana y los agrarios— alcanzaron un 46,63 por ciento de los votos.




      La derecha, segura de sus posibilidades, llevó como abanderado a Gustavo Ross. El éxito de las políticas reactivadoras implementadas por el ministro de Hacienda, sumado al fuerte énfasis que su discurso ponía en el orden público y la disciplina social, lo transformó en un candidato atractivo para los sectores mayoritarios de los partidos Liberal y Conservador. Las asociaciones empresariales y la jerarquía eclesiástica le dieron su firme apoyo, pues miraban con temor el triunfo de una coalición que incluyera a marxistas en su interior. Sin embargo, el autoritarismo y el clasismo atribuidos a la figura del ministro de Hacienda provocaban la desafección de los sectores reformistas del liberalismo y socialcristianos del conservadurismo. De hecho, la socialcristiana Falange Nacional, nacida de la Juventud Conservadora, dejó libertad de acción a sus militantes.




      En el Frente Popular, el proceso de elección de candidato fue complejo, principalmente por la reticencia inicial de los socialistas a ceder la candidatura presidencial y abortar la precandidatura de su popular líder Marmaduke Grove. Finalmente, aceptaron apoyar a Pedro Aguirre Cerda. Esta elección no dejaba de tener elementos paradójicos. Aguirre Cerda pertenecía al ala derecha del Partido Radical y era un político de corte tradicional, adiestrado en la lógica de negociaciones políticas de la era parlamentarista. En un comienzo, se había opuesto a la formación del Frente Popular y había sido partidario de mantener la colaboración del radicalismo con la administración de Alessandri. Era dueño de viñas —de ahí su apodo, Don Tinto— y había participado en asociaciones de propietarios agrícolas. Sin embargo, esas mismas características se transformaron en una ventaja para su causa, ya que se convirtió en una garantía de moderación frentista. Sin embargo, otras de sus características servían de conexión con las izquierdas. Su tez morena y su baja estatura correspondían al estereotipo popular chileno, había nacido en el pequeño pueblo rural de Pocuro y provenía de una familia arruinada. Tenía una sólida preparación intelectual, había sido fundador de la Escuela de Economía de la Universidad de Chile y era un firme partidario de la intervención del Estado como agente de industrialización. Aunque en un comienzo se le criticaron sus aires aburridos y profesorales, esas mismas características le sirvieron para representar la imagen de seriedad y dignidad propia de la institución presidencial.




      El ambiente político, con miras a las elecciones de 1938, se volvió extremadamente reñido con las referencias de ambos bandos a la «guerra civil europea». El panorama se volvió aún más complejo con la aparición de un tercer candidato, el antiguo dictador Carlos Ibáñez del Campo, quien retornó del exilio en mayo de 1937. Su discurso, que se enfrentaba al alessandrismo y a la derecha, adquirió tintes antioligárquicos y reivindicó los derechos laborales y sociales implantados durante las intervenciones militares de los años veinte. En octubre de 1938, los nacistas lo proclamaron su candidato. De ese modo, para las elecciones de 1938 el ibañismo se transformó en una alternativa de nacionalismo revolucionario, que llamaba a constituir una gran coalición antioligárquica en oposición a las derechas. El Movimiento Nacional Socialista, las facciones ibañistas de los partidos del Frente Popular y grupos de ibañistas «químicamente puros» se federaron en un conglomerado mayor, denominado Alianza Popular Libertadora. Esta federación llevó a que sus elementos limaran muchas de sus antiguas asperezas doctrinarias en pos de un laxo discurso nacional-popular. En un asombroso giro discursivo, los nacistas, que resaltaron los elementos antioligárquicos de su doctrina, se alejaron además de las experiencias fascistas europeas y buscaron identificarse con la izquierda desde una perspectiva nacionalista. Al mismo tiempo, los elementos ibañistas provenientes del socialismo ensalzaron el recuerdo de las intervenciones militares de los años veinte y destacaron el elemento nacionalista de su doctrina. Ibáñez, acompañado por la corriente populista formada en torno a él, podía movilizar un importante caudal de votantes, que se sentían atraídos por su liderazgo personalista. Esta masa de votantes, que estaba acompañada por las defecciones menores sufridas por los partidos de izquierda, no parecía ser excesivamente grande, pero podría transformarse en un aporte clave para el triunfo de una candidatura opositora. Consciente de ello, Ibáñez intentó transformarse en el abanderado de una oposición unida, a la vez que el Frente Popular intentó negociar el retiro de su candidatura en favor de Aguirre Cerda.




      Las pugnas y negociaciones entre ibañistas y frentistas por la hegemonía en el campo opositor ocuparon gran parte de 1938 y se estancaron en un impasse interminable que, hacia inicios del segundo semestre de dicho año, auguraba un triunfo del oficialismo. Ante esta situación la cúpula del Movimiento Nacional Socialista fraguó un golpe de Estado, que debía ser llevado adelante por un grupo seleccionado de militantes y apoyado por unidades del ejército. Al parecer, Ibáñez habría estado informado de las intenciones de González von Marées y, en una actuación muy usual en él, las habría aprobado de manera ambigua y poco comprometedora. El conato golpista tuvo lugar el 5 de septiembre de 1938, el día después de la «Marcha de la Victoria», una masiva concentración ibañista realizada en Santiago. Un grupo de 63 jóvenes nacistas mal armados tomó la Casa Central de la Universidad de Chile y el edificio del Seguro Obrero, con el fin de rodear el Palacio de la Moneda a la espera del apoyo de unidades del ejército que jamás llegarían. Así, la intentona golpista derivó en un trágico fracaso. No se levantó ningún regimiento, y la represión de los Carabineros se desató con una ferocidad inusitada, dejando un saldo de 59 muertos, muchos de los cuales ya se habían rendido a las fuerzas policiales antes de ser acribillados. La frustrada intentona golpista, que pasó a la historia como la «matanza del Seguro Obrero», cambió radicalmente el escenario político. Ibáñez, el Jefe y diversos dirigentes ibañistas fueron encarcelados por su participación en el putsch, otros fueron relegados y la represión del gobierno cayó sobre las agrupaciones y sedes ibañistas. La opinión pública, que en un comienzo se abanderizó con el gobierno ante el conato de golpe, pronto quedaría conmocionada por los chocantes detalles y la magnitud de la matanza. En ese contexto, Ibáñez, desde la cárcel, retiró su candidatura y dejó libertad de acción a sus adherentes. Mientras tanto, el grueso de las fuerzas ibañistas, e incluso los nacistas, dieron su apoyo a Pedro Aguirre Cerda. Como veremos, este caudal de votos fue clave para su triunfo electoral. El apoyo nacista al Frente Popular, coalición que tenía como principal elemento discursivo el antifascismo, ha tendido a ser visto como una paradoja de la política chilena. Se ha insistido en que en esa decisión, considerada insólita, primaron factores emocionales y consideraciones electoralistas. Sin embargo, se debe tener en cuenta que los nacistas chilenos habían vivido un proceso de desfascistización, derivando hacia posturas nacionalistas antioligárquicas y morigerando las influencias nazi-fascistas. Por lo demás, el nacionalsocialismo chileno estaba subsumido en un movimiento populista mayor, como era el ibañismo. Al mismo tiempo, el Frente Popular chileno había definido como sus principales adversarios a la oligarquía y a los partidos históricos de la derecha. Así, ambas corrientes reformistas tenían importantísimos elementos en común y ya habían desarrollado una trayectoria previa de negociación y búsqueda de acuerdos.




      En las elecciones, realizadas el 25 de octubre, Aguirre Cerda triunfó por un escaso margen sobre Ross: un 50,17 por ciento contra un 49,24 por ciento. El abanderado frentista obtuvo votaciones mayoritarias en los distritos de mayor concentración urbana y en las zonas extremas del país, especialmente en el norte. Ross, en cambio, mantuvo una fuerte supremacía en las provincias agrícolas del Chile central y de parte del sur.




       




       




      Los gobiernos radicales y el predominio de la centro-izquierda




       




      El asentamiento del Frente Popular en el poder no fue fácil y debió enfrentar una fuerte oposición por parte de las fuerzas políticas derrotadas. Importantes sectores vinculados a las clases dirigentes temieron que el triunfo popular fuera la antesala de un proceso revolucionario. De este modo, una vez finalizados los comicios, la candidatura de Gustavo Ross intentó impugnar los resultados de la elección presidencial alegando graves irregularidades en las votaciones. En medio de la incertidumbre, las máximas autoridades de Carabineros hicieron públicas cartas en las que dejaban en claro que no era posible desconocer el triunfo de Pedro Aguirre Cerda. De este modo, intentaban contribuir a la normalidad institucional. Sin embargo, el papel que en la práctica estaban adquiriendo como posibles árbitros de la situación política quedó en evidencia. La Iglesia católica también había hecho esfuerzos para distender el tenso ambiente. Al día siguiente de la elección, el obispo de La Serena, José María Caro, había felicitado a Pedro Aguirre Cerda por su triunfo mediante un telegrama. Tras estas potentes señales, a la candidatura de Ross sólo le quedó retirar sus quejas. La actuación del obispo Caro y de los jefes militares dio un respiro a los vencedores; sin embargo, la abierta hostilidad de la derecha política hacia la administración del Frente Popular volvió a mostrarse cuando Pedro Aguirre Cerda asumió la primera magistratura. Los parlamentarios conservadores rehusaron en bloque asistir a la ceremonia de transmisión del mando y negaron la legitimidad del nuevo gobierno. Sólo asistiría un pequeño grupo de representantes de ese partido, encabezados por Rafael Luis Gumucio, que se negó a propiciar una conducta que, a su juicio, atentaba contra la paz social y contribuía a formar un ambiente revolucionario. En ese clima, las intentonas pretorianas fueron un peligro latente durante casi todo el primer año de gobierno. Algunos elementos del ejército confluyeron con grupos ibañistas —nuevamente enemistados con el frentismo—, pequeños movimientos nacionalistas y variadas personalidades de los partidos de la derecha tradicional en diversas conspiraciones golpistas. Una de ellas fue el «complot del póquer», llamado así porque algunos de los conspiradores fueron aprehendidos en torno a una mesa practicando dicho juego. En este complot, algunos miembros de un pequeño grupo de tendencias nacionalistas y anticomunistas, autodenominado Frente Nacional Chileno, se concertaron con algunos oficiales del ejército para asaltar el barrio Cívico aprovechando la movilización de tropas que se realizaría con motivo de la jura de la bandera. En la conspiración, abortada por la Policía de Investigaciones antes de su realización, se habían involucrado algunos políticos de la derecha tradicional, en especial el diputado Joaquín Prieto Concha, del Partido Conservador.




      La amenaza más fuerte al predominio del gobierno civil tuvo lugar en agosto de 1939, cuando el general Ariosto Herrera, jefe de división de Santiago, sublevó al regimiento Tacna y se produjeron motines en la oficialidad joven de varios regimientos santiaguinos. Herrera era un militar prestigioso, desconfiado de los políticos y profundamente anticomunista. Había sido agregado militar en la Italia fascista de Mussolini, régimen hacia el que desarrolló una profunda admiración. Su figura fue vista como la de un potencial líder anticomunista y fue asimilada, tanto por defensores como por detractores, a la del general Franco. En la conspiración, que recibió el nombre de Ariostazo, participaron oficiales subalternos y elementos provenientes del ibañismo. Los partidos históricos de derecha habían contribuido a formar clima para la rebelión a través de incendiarias declaraciones parlamentarias y de prensa, donde aseguraban que el país se «deslizaba» hacia el «terror rojo». El complot de Herrera fue reprimido por la mayor parte de la oficialidad de la Segunda División —correspondiente a Santiago—, la suboficialidad y los Carabineros. Por lo demás, desarrolló una fuerte ola de indignación y movilización popular a favor del Gobierno. Tras este intento, el ibañismo quedó prácticamente anulado como fuerza política y la derecha abandonó las estrategias de desestabilización institucional y las soluciones pretorianas.




      La calma en los ánimos se alcanzaría también porque las políticas de reforma económica y social del Frente Popular tendieron a la moderación, fueron consensuales e incluso reportaron beneficios a algunos de los grupos de interés vinculados a los partidos históricos de la derecha.




       




      El Estado industrializador




      Las políticas económicas de la nueva administración se orientaron hacia un proyecto de nacionalismo económico moderado, marcado por los esfuerzos industrializadores. En efecto, los gobiernos radicales pusieron énfasis en sentar las bases de un proceso industrializador como eje del desarrollo nacional. Para esto, crearon la Corporación de Fomento de la Producción de Chile (CORFO), organismo estatal fundado en 1939, que fue el encargado de planificar y coordinar los esfuerzos en este ámbito. La introducción del modelo CORFO significó un fuerte avance de la intervención estatal. Ahora el Estado no sólo se limitaba a desarrollar un papel protector o de fomento —funciones que, de hecho, ya venía asumiendo con anterioridad—, sino que también asumía un rol planificador en la economía, trazando las líneas directrices del desarrollo económico. A pesar de que el Estado asumió un papel planificador, eso no significó desplazar al sector privado. Muy al contrario, lo que se pretendía alcanzar era una suerte de modelo de desarrollo mixto, con participación de capitales estatales y privados. De hecho, el número de propietarios industriales aumentó notablemente en el periodo. En este modelo, el Estado prestaba asistencia y protección y creaba las condiciones básicas de infraestructura. De ahí, por ejemplo, el énfasis estatal en invertir directamente en la generación y transmisión de energía eléctrica y en realizar prospecciones y explotar los yacimientos petrolíferos de la zona austral. A medida que avanzaron los gobiernos radicales, el Estado fue asumiendo nuevas funciones y un papel directo en la producción a través de la creación de empresas en las que los privados nacionales no mostraban capacidades o interés, como fue el caso de la producción de acero. Este modelo de «desarrollo hacia adentro» no sólo logró hacer crecer al sector industrial mediante una política de industrialización por sustitución de importaciones, sino que también respondió a una lógica de «sustitución natural». Los productores nacionales comenzaron a hacerse cargo de producir los bienes de consumo manufacturados que ya no se encontraban disponibles en Chile como consecuencia del desabastecimiento generado por el cierre de mercados tras la crisis de 1929 y, posteriormente, por la II Guerra Mundial.




      La implementación del modelo CORFO fue difícil, ya que debió enfrentar la oposición de la derecha, que mantenía la mayoría parlamentaria y que desconfiaba ideológicamente de la intervención estatal. El gobierno, aprovechando la coyuntura generada por el terremoto de Chillán, logró, en enero de 1939, asociar sus planes de desarrollo con la labor de reconstrucción, lo que ayudó a superar algunas reticencias parlamentarias. Sin embargo, para la aprobación de la CORFO fue fundamental la capacidad de negociación de los radicales. Haciendo gala de sus habilidades en la transacción, Aguirre Cerda logró su aprobación en 1939. No obstante, para alcanzar este resultado, debió sacrificar varias características del modelo originalmente planeado.




      En primer lugar, el proyecto original de la CORFO estaba pensado como el motor de un desarrollo integral de la economía chilena, que se haría cargo de todos los sectores de la actividad económica. Sin embargo, prontamente el gobierno del Frente Popular abandonó los proyectos de intervenir en el campo, tanto en los aspectos referidos a la tenencia de tierras como en las relaciones laborales, con el fin de buscar el apoyo de liberales y conservadores y satisfacer a los terratenientes del sur que militaban en las filas del propio Partido Radical. Por lo demás, en aras de satisfacer las necesidades de sus adherentes en los sectores urbanos, el gobierno no estaba dispuesto a tomar medidas que encarecieran los bienes de consumo agroalimentarios.




      En segundo lugar, el gobierno presupuestaba que la implementación de este nuevo modelo sería financiada recurriendo a un alza de los impuestos internos, en los que tendrían una especial importancia el impuesto progresivo a la renta. El Frente Popular transó en su política impositiva durante la negociación parlamentaria, lo que implicó abandonar en parte los afanes redistributivos. Ello también condujo a morigerar el nacionalismo económico del proyecto y mantener la dependencia externa, debido a que los costos del nuevo modelo serían financiados sobre todo con impuestos a las compañías cupríferas estadounidenses y con créditos externos, los que provinieron en gran parte del Export-Import Bank de Estados Unidos.




       




      La consolidación del Estado de compromiso




      Como puede observarse, en el gobierno de Aguirre Cerda primó una lógica consensual y negociadora que estaba dispuesta a ceder ante la oposición e importantes grupos de presión. Así, podemos considerar el periodo de los gobiernos radicales como el de la consolidación del «Estado de compromiso» en Chile. En efecto, el Estado continuó incrementando su labor de protección social y provisión de bienes y servicios básicos a parte importante de la población. Sin embargo, no pudo asegurar derechos sociales universales, sino que, por el contrario, fue asignando derechos y beneficios sociales de manera gradual y sectorial, respondiendo a la capacidad de organización, movilización y presión de los actores colectivos organizados. En el marco de una sociedad pobre, escasamente industrializada y todavía carente de una gran masa organizada de trabajadores industriales, las reformas conseguidas por la movilización social difícilmente responderían a una lógica universalista. De este modo, las reformas sociales no fueron espectaculares ni adquirieron un carácter estructural. Por el contrario, los derechos sociales crecieron de manera gradual, lenta y particularista, beneficiando de manera específica, y muchas veces corporativa, a determinados grupos sociales. No es de extrañar que, en el propio lenguaje de los actores del periodo, existiera la sensación de un progresivo avance de las medidas de legislación social y laboral, que fueron denominadas «conquistas sociales». Podemos sostener que ese modelo de relaciones sociales y distribución de beneficios venía desarrollándose desde la década de 1920, con la implementación de la legislación social y laboral. Sin embargo, el advenimiento al poder del Frente Popular trajo aparejada su tácita aceptación por los partidos de izquierda y la integración de los referentes más importantes del movimiento obrero organizado, que le dieron una mayor legitimidad.




      Dentro de esa lógica de compromiso, el movimiento sindical mantuvo un discurso revolucionario y clasista, pero, en la práctica, se acomodó a negociar con el Estado y el empresariado, consiguiendo beneficios de carácter inmediato para sus afiliados. Las políticas de compromiso beneficiaron al escaso y naciente proletariado industrial sindicalizado y a los trabajadores mineros. Unos de los principales beneficiados de este modelo fueron los trabajadores del sector servicios, sobre todo los que ejercían como funcionarios en el creciente aparato estatal y también los empleados particulares. Ambos sectores sociales se aprovecharon de la importancia estratégica de sus funciones en el marco de la economía nacional y de las nuevas políticas económicas implementadas por el Frente Popular. Al mismo tiempo, su capacidad de negociación se vio favorecida por sus vínculos con los partidos que componían la coalición de gobierno. En términos generales, los radicales tendieron a representar a los empleados y los partidos marxistas a los obreros. Las relaciones eran mediadas principalmente por los parlamentarios, quienes buscaban hacerse con una buena red de apoyos en sus circunscripciones y entre los grupos sociales relevantes en sus zonas. En el marco de un sistema político donde no existían partidos hegemónicos, la lógica de la negociación se impuso entre los congresistas, quienes, con el fin de asegurar votos para la satisfacción de la medidas que interesaban a sus electores, apoyaban las de otros congresistas, incluso de distinto signo político, esperando una retribución similar. Esta situación contribuyó a amortiguar la conflictividad social y a canalizar las aspiraciones de los actores sociales con capacidad organizativa. Los sindicatos crecieron sostenidamente, aumentando su número de afiliados sobre un 40 por ciento durante la década de 1940. Al mismo tiempo, los colegios profesionales adquirieron una mayor relevancia y aumentaron sus funciones, transformándose en los representantes por excelencia de la clase media profesional. No es de extrañar que los años iniciales de los gobiernos radicales estuvieran marcados por una relativa paz sindical. Los partidos de izquierda, ahora que tenían responsabilidades de gobierno, podían ejercer una labor de contención, al mismo tiempo que existían mecanismos para canalizar institucionalmente los conflictos y promover avances sociales.




      En esa época se configuró una red de instituciones estatales de salud, previsión, crédito y vivienda que favoreció principalmente a los trabajadores asalariados de los sectores público y privado. En ese contexto, el gasto público social como porcentaje del PIB subió del 2,1 por ciento en 1925 al 17,9 por ciento en 1955. Esta misma tendencia se manifestó en el campo educacional, donde continuó la expansión de la matrícula en todos los niveles, al tiempo que se crearon instituciones para apoyar con alimentación y útiles a los estudiantes de menores recursos. La alfabetización pasaría de un 58,3 por ciento en 1940 a un 82,4 por ciento en 1960.




      El propio empresariado se hizo parte activa de este sistema de relaciones. La existencia de un modelo de desarrollo que apuntaba a una economía mixta, sumada al creciente poder que adquiría el Estado, llevó a que diversas actividades económicas recibieran protección y beneficios. Los industriales se vieron favorecidos por protecciones arancelarias y créditos en el marco de un modelo de desarrollo que privilegiaba la industrialización y subsidiaba la producción de alimentos, a la vez que acrecentaba las tendencias monopólicas. Otro sector favorecido fue una parte de los propietarios agrícolas, específicamente los que producían bienes de consumo indispensables y altamente valorados por los consumidores urbanos. Especial importancia, en este sentido, adquirieron los productores de trigo, a quienes el Estado incentivó a aumentar la producción con el fin de evitar que cundiera el descontento social en las ciudades. La participación de estos sectores, quienes fueron privilegiados dentro del empresariado, no sólo fue formal, sino que incluso se institucionalizó. Representantes de las asociaciones empresariales, especialmente de la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA), y también de la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA) y otras agrupaciones menores, fueron incorporados a los directorios de empresas estatales y de organismos de regulación y fomento que velaban por sus rubros, tanto en el sector fiscal como en el semifiscal.




      Sin embargo, este modelo de relaciones sociales y repartición de beneficios generó importantes exclusiones, que afectaron a los sectores con escasa capacidad de organización y negociación. Los problemas de estos grupos, incapaces de constituirse en grupos de presión, fueron postergados, e incluso, en algunos casos, lisa y llanamente no fueron tematizados. Uno de estos sectores fue el campesinado, que con anterioridad ya venía quedando relegado en el reparto de beneficios sociales. El advenimiento del gobierno frentista generó la sensación de un cambio en ese ámbito. De hecho, los partidos de izquierda comenzaron a realizar serios esfuerzos de sindicalización campesina, que alcanzaron especial relevancia en las zonas agrícolas relativamente cercanas a los núcleos urbanos más importantes del país. Sin embargo, esos intentos fueron prontamente abortados por el gobierno. El Ejecutivo negoció mantener intacto el campo, renunciando a la sindicalización campesina y a sus tímidas promesas de reforma agraria, a cambio de obtener el apoyo del empresariado y de la derecha política para sus planes de industrialización. El Código de Trabajo de 1931, vigente para los trabajadores urbanos, no fue aplicado en las zonas rurales. Por lo demás, diversas consideraciones influyeron en esta decisión. Ante la política de boicot, obstrucción parlamentaria e incluso de amenazas pretorianas desarrollada por la oposición durante el primer año de gobierno, Aguirre Cerda buscó dar garantías de tranquilidad social y moderación. Junto a las presiones de la derecha, los radicales debieron sufrir las presiones de los propios terratenientes que militaban en sus filas. En este grupo tenían una especial importancia algunos acaudalados trigueros de las provincias de Arauco, Malleco y Cautín, entre quienes se contaban algunos de los principales financistas del Partido Radical. Por último, es necesario recordar que todos los partidos del Frente Popular querían evitar las alzas de precios de las subsistencias con el fin de mantener sus niveles de apoyo entre el electorado urbano, situación que era difícilmente sostenible si se producía una escalada de reivindicaciones sociales en el campo. No es de extrañar que la situación del campesinado incluso sufriera un deterioro en el periodo. El agro no fue la prioridad del nuevo modelo de desarrollo y sus rendimientos fueron mediocres. Sin embargo, la situación de desprotección laboral y de aislamiento que caracterizó la vida del campesinado facilitaba que los sectores propietarios transfirieran sus costos a la mano de obra. El propio gobierno fue partícipe de esta situación, colaborando en la implementación de medidas disciplinarias contra los «agitadores» agrícolas. Otro sector parcialmente excluido de los beneficios sociales estaba constituido por los pobres urbanos vinculados a trabajos precarios y que no tenían capacidad de sindicalización. Estos sectores, que ya hacia fines de la década de 1950 comenzaron a ser tematizados por la naciente sociología nacional como «marginales», tendieron a instalarse en rancheríos en los arrabales de los principales centros urbanos del país, que comenzaron a experimentar un rápido crecimiento. Tanto es así que los conjuntos de estas precarias habitaciones llegaron a ser conocidos como «poblaciones callampas». Estos sectores fueron reforzados por las crecientes migraciones del campo a la ciudad, que alcanzaron impresionantes niveles en las décadas de 1940 y 1950. En estos procesos migratorios influyeron tanto factores de expulsión —dados por los bajos rendimientos agrícolas y el deterioro de las condiciones de vida en el campo— como factores de atracción, que se debían al «efecto demostración» creado por los grandes centros urbanos, que generaba una revolución de expectativas entre los trabajadores agrícolas. En estas décadas la tasa de urbanización, que venía subiendo sostenidamente a lo largo del siglo, experimentó una aceleración que la elevaría al 60 por ciento hacia 1950 y a cerca de un 70 por ciento en 1960. En esta situación social está la raíz del «movimiento de pobladores» que comenzó a hacerse notar en la década de 1950. Las dinámicas de exclusión generadas por el Estado de compromiso y el retraso en la solución de las carencias en ambos sectores generaron una suerte de bomba de tiempo social, que comenzó a hacerse notar en la década de 1950 y que estalló en los años sesenta con las movilizaciones poblacionales y campesinas.




       




      La política transaccional




      Las políticas de compromiso fueron facilitadas por la actuación del partido eje de ese entonces: el Partido Radical. Los radicales se caracterizaron por desarrollar un estilo político transaccional y pragmático. No hacían del centro una ideología y eran un partido histórico heredero de la cultura política del parlamentarismo, proclive a los acuerdos y a la negociación. Su composición social era heterogénea y su ideario tenía puntos en común con la izquierda y con la derecha. Recurrieron al uso de prácticas de negociación compensada para llevar adelante sus programas y, después del gobierno de Aguirre Cerda, incluso fueron capaces de entablar alianzas con fuerzas de ambos extremos del espectro político, desarrollando una actuación pendular en el sistema de partidos. Este modo de actuar generó tendencias centrípetas en las fuerzas extremas y facilitó la mantención de importantes grados de estabilidad política. En efecto, en el Chile de los gobiernos radicales los polos del sistema de partidos sostenían proyectos de sociedad inequívocamente antagónicos. Sin embargo, en términos generales, la política se llevó adelante de manera pacífica y se respetaron los mecanismos formales de la democracia. Por lo demás, los conatos golpistas del periodo no contaron con el apoyo de fuerzas políticas relevantes. Esto se debía en parte al papel ejercido por los radicales, que, con su pragmatismo y su capacidad de oscilar, generaban incentivos para la realización de alianzas, lo que volvió verosímil la posibilidad de acceder al gobierno y al control del Estado para casi todas las fuerzas políticas.




      De este modo, la izquierda se institucionalizó y, si bien mantuvo una retórica revolucionaria, llevó adelante una praxis reformista. Al mismo tiempo, la derecha desarrolló políticas de acomodación y comenzó a aceptar cierto grado de reformismo social a cambio de la conservación del orden agrario y de su participación en muchas de las instituciones regulatorias del proceso económico.




      Tras el fracaso de la intentona golpista de agosto de 1939, la derecha abandonó el camino pretoriano, aun cuando se embarcó en una actitud de obstrucción parlamentaria al nuevo gobierno. Esta estrategia fue llevada adelante, principalmente, por el Partido Conservador y el sector «manchesteriano» del liberalismo. Sin embargo, los sectores reformistas del Partido Liberal y el alessandrismo mantuvieron una actitud más abierta al diálogo con el gobierno, dados los antiguos vínculos que los unían al radicalismo. Ante esta situación, desde un comienzo el presidente intentó dar una imagen de moderación. El grueso de los ministerios fue asignado a militantes radicales. Los comunistas, si bien siguieron siendo un partido de gobierno, no tuvieron participación ministerial. En esta misma tónica, el gobierno desarrolló una política de negociación compensada, que buscaba formar consensos con la oposición en aras de aprobar su legislación. Ésta se hizo notar especialmente en el modo en que se aprobó el proyecto de la CORFO. Esta actitud de conciliación tomada por el gobierno se demostró con especial fuerza con miras a las elecciones parlamentarias de 1941. En dicho año, y temiendo una debacle electoral, liberales y conservadores amenazaron con no presentarse a las elecciones, aduciendo que el Ejecutivo y los partidos del Frente Popular eran incapaces de dar condiciones mínimas para la realización de elecciones limpias. El gobierno reaccionó buscando una salida conciliadora y, para ello, satisfizo varias demandas de la derecha, como la abolición de las milicias de los partidos y la entrega de la custodia de los recintos de votación a los militares. De este modo se disminuía enormemente la violencia de los procesos electorales, aunque no se ponía en cuestión el cohecho, lo que creaba una situación claramente beneficiosa para la derecha y perjudicial para la izquierda. El liderazgo de los radicales imprimió esta tónica moderada y negociadora a la coalición.




      Sin embargo, el Frente Popular no estuvo exento de conflictos. Éstos se hacían notar especialmente en la relación entre socialistas y comunistas, quienes mantenían fuertes pugnas por el control del electorado de izquierda y del movimiento sindical. En este último ámbito, las luchas entre ambos partidos llegaron incluso a tener expresiones de violencia física. Esta conflictividad se vio reforzada, y en cierto modo adquirió una justificación discursiva, por la situación internacional. Durante el periodo de vigencia del Pacto Germano-Soviético, entre el 23 de agosto de 1939 y el 22 de junio de 1941, el Partido Comunista, si bien siguió siendo parte de la coalición de gobierno, puso un énfasis menos enérgico en la política de conciliación de clases y en la retórica antifascista. Su apego a las orientaciones políticas soviéticas, sumado al debilitamiento de su compromiso antifascista, llevó a que los socialistas denunciaran a los comunistas, calificándolos como «fascistas rojos». De hecho, desde la firma del Pacto Ribentropp-Mólotov hasta el inicio de la Operación Barbarroja, los sindicatos vinculados al Partido Comunista comenzaron a romper la tónica de paz sindical que había caracterizado su adhesión inicial al gobierno frentista. Mientras tanto, la cúpula del Partido Socialista desactivaba su retórica antiimperialista y se acercaba a Estados Unidos. El ambiente antifascista facilitaba un acercamiento de los socialistas a las potencias occidentales y las nuevas responsabilidades socialistas en el gobierno facilitaron esta situación. Oscar Schnake, quien fuera el secretario general del Partido Socialista hasta 1939, asumió el Ministerio de Fomento, pasando a tener un papel clave en el desarrollo y la implementación de los programas de industrialización. Los socialistas apostaron por este programa de desarrollo industrial y nacionalismo económico moderado, buscando el apoyo crediticio y la asistencia estadounidense. Fue en este ambiente en el que los comunistas acusaron a los socialistas de entregarse al imperialismo. Los socialistas, en un principio, intentaron expulsar a los comunistas del Frente Popular y, finalmente, terminaron saliendo de la coalición en febrero de 1941, aunque se mantuvieron como parte del gobierno. Dentro del propio Partido Socialista, la política de moderación que implicaba pasar a ser parte de la coalición de centro-izquierda generaba algunos resquemores. El descontento se hizo notar especialmente entre la Federación Juvenil Socialista, encabezada por Orlando Millas y los sectores más radicales, que estaban dirigidos por los diputados César Godoy Urrutia y Emilio Zapata. Cabe destacar que este último había sido un fuerte promotor de la sindicalización campesina y que había visto frustradas sus expectativas por el gobierno. Dicha tendencia, que en el partido era conocida como la de los inconformistas, terminó por abandonar la colectividad en 1940 para crear el Partido Socialista de los Trabajadores.
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